SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N°35
                                                     RADICACIÓN:   66001220400020180016700


ACCIONANTES:  CONSUELO ROMERO Y OTROS
NIEGA TUTELA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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Radicación:                66001220400020180016700
Accionantes:              Consuelo Romero Y Otros

Accionado:
            Fiscalía Especializada de esta ciudad.

Magistrado Ponente:  Jorge Arturo Castaño Duque
Temas:

   

 DERECHO DE PETICIÓN ANTE AUTORIDAD JUDICIAL A–Naturaleza- Y ACCESO A LA INFORMACIÓN/  CIRCUNSTANCIAS DE TIEMPO, MODO Y LUGAR SOBRE EL DECESO DEL SEÑOR ALBÍN ROMERO RAMÍREZ/ PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL/ PROCESO EXTRAVIADO/ SE INSTA PARA QUE CONTINÚE SU BÚSQUEDA / NIEGA

Según afirmaron tanto el Director Seccional de Fiscalías como el asistente Fiscal de la Secretaría Común, pese a que se buscó en el archivo central, y se pidió información a las Fiscalías Especializadas de Medellín y al Juzgado 59 de Instrucción Penal Militar sobre el expediente de interés para los accionantes, el mismo no ha sido ubicado.

En esas circunstancias, lo que advierte la Corporación es que no obstante que se han realizado las gestiones pertinentes por parte de las autoridades de esta Seccional, no ha sido posible determinar en dónde se encuentra la actuación penal que se adelantó por la muerte del señor ALBEIN ROMERO RAMÍREZ, lo cual resulta bastante complejo si se tiene en cuenta que los hechos datan de junio 27 de 1996. Bajo esa perspectiva, si bien a los accionantes les asiste el derecho de conocer la información y la documentación a la que pretenden acceder, no puede obligarse a los accionados a suministrarla cuando en este momento no tienen forma de hacerlo.

En esos términos, no puede otorgarse el amparo invocado por los hoy accionantes. No obstante, se procederá a instar al Delegado para la Seguridad Ciudadana de la Fiscalía General de la Nación, para que proceda a realizar las gestiones pertinentes en aras de ubicar el expediente sobre el cual versa la petición de los aquí accionantes, y una vez encontrado el referido proceso, se proceda a entregarles la información solicitada por ellos. 

                      REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                 PEREIRA-RISARALDA 

                                      RAMA JUDICIAL 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 
     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, cinco (05) de septiembre de dos mil dieciocho (2018)

                                                                  Acta de Aprobación N° 754
                                                 Hora:3:00 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por los ciudadanos CONSUELO, HERNANDO DE JESÚS, ALBERTO DE JESÚS y ALEXÁNDER DAVID ROMERO RAMÍREZ contra la Fiscalía Especializada de esta ciudad, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales de petición y acceso a la información.

2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de lo consignado en el escrito de tutela se puede concretar así: (i) el señor ALBEIN ROMERO RAMÍREZ, hermano de los accionantes, falleció en junio 26 de 1996 en extrañas circunstancias, luego de un operativo militar adelantado por el Ejército Nacional - Batallón de Contraguerrilla Quimbaya en la Vereda Sirguía Chiquito corregimiento Santa Ana municipio de Guática (Rda.); (ii) en marzo 23 de 2018 los tutelantes formularon ante la Fiscalía General de la Nación derecho de petición con el objeto de que se expidiera copia auténtica y/o original del informe en el que se consignara en forma detallada lo sucedido, certificación en la que se indique la muerte, el posible autor del delito y el estado en que se encuentra la investigación, y si dicho homicidio se encuentra catalogado como falso positivo, y de ser así se suministre la documentación que dé cuenta de ello; (iii) en oficio de abril 25 de 2018 se le les dio a conocer que según lo informado por el Juzgado Promiscuo Municipal de Guática (Rda.) el proceso en el que figura como víctima su consanguíneo fue enviado por competencia en julio 9 de 1996 a la Fiscalía Regional de Pereira, y por tanto la petición elevada fue remitida a la Fiscalía Especializada reparto de Pereira para que le diera trámite; y (iv) a la fecha de presentación de la acción, pese a que había transcurrido el término establecido en el artículo 14 de la Ley 1755/15, no habían recibido respuesta a la solicitud impetrada, como tampoco los documentos requeridos, razón por la cual consideran afectados sus derechos fundamentales de petición y acceso a la información.
En virtud de lo anterior, solicita el amparo de los derechos vulnerados, y se ordene a la Fiscalía Especializada Reparto de Pereira, y a quien corresponda, que en un término no superior a 48 horas a partir de la notificación, emitan respuesta de fondo y congruente con lo solicitado en el derecho de petición elevado en marzo 23 de 2018.

3.- TRÁMITE
Esta Sala procedió a admitir la acción y vinculó al Coordinador de Fiscalías Especializadas de esta ciudad, y a los Directores Seccional y Nacional de Fiscalías. Posteriormente, al tenerse conocimiento que el cargo de Director Nacional de Fiscalías varió su denominación a la de Delegado para la Seguridad Ciudadana, se vinculó al trámite al funcionario que funge como tal.
3.1.- El Director Seccional de Fiscalías informó que revisado el sistema de correspondencia enviada y recibida se observó que la parte accionante presentó ante esa delegada derecho de petición en abril 04 de 2018, el cual fue enviado en abril 16 siguiente a la Fiscalía 29 Seccional. 
El titular de este último despacho, Dr. EDGAR DANIEL FLÓREZ, en abril 25 de 2018 dio a conocer a los peticionarios que el expediente fue remitido a la Fiscalía Regional de Pereira por parte del Juzgado Promiscuo Municipal de Guática (Rda.), razón por la que se corrió traslado a la secretaría común y asignaciones de la seccional.

En aras de dar una respuesta eficaz a los accionantes, en mayo 7 de 2018 se pidió información al respecto al Archivo Central, al Juzgado 56 Penal Militar y a las Fiscalías Especializadas de Medellín, pero se obtuvo respuesta negativa frente a la investigación referida.

El funcionario DIEGO MARIO ZULUAGA OSORIO, adscrito a la secretaría común y asignaciones de la seccional de Fiscalías, recibió respuesta en agosto 24 de 2018 por parte de la Seccional de Fiscalías de Medellín, en la que se indicó que revisado el programa misional SIGA con el radicado N° 783, aparece investigación por el delito de transportar, vender y elaborar droga, conducta diferente a la de interés de los peticionarios.

Considera que en razón de lo anterior, en ningún momento se ha vulnerado el derecho fundamental de petición y acceso a la información, toda vez que en esa seccional no se encuentra la referida investigación, y por ello debe negarse por improcedente el amparo.

3.2.- El Asistente Fiscal II de la Secretaría Común y Asignaciones de esta seccional, Dr. DIEGO MARIO ZULUAGA OSORIO, indicó que en esa secretaría se recibió en mayo 07 de 2018 oficio procedente de la Fiscalía 29 Seccional de Quinchía, en el que se remitió petición suscrita por los accionantes tendiente a obtener información sobre el proceso adelantado por la muerte del señor ALBEIN ROMERO RAMÍREZ.
Refiere que en mayo 09 de 2018 se hicieron las siguientes gestiones: (i)  mediante correo electrónico dirigido a la Secretaría Común de la Unidad de Fiscalías Especializadas de Medellín se solicitó información sobre el citado proceso, toda vez que dice que el mismo fue entregado a la Fiscalías Regionales; (iii) se pidió a la oficina de gestión documental de la ciudad información si en los registros aparecía archivado el expediente en mención, con resultados negativos; y (iii) se requirió al Juzgado 59 de Instrucción Penal Militar que comunicara si allí existía la averiguación por la muerte del señor ROMERO RAMÍREZ, toda vez que los presuntos sindicados eran miembros del ejército nacional.

Nuevamente en junio 28 de 2018 se pidió a la Fiscalía Especializada de Medellín respuesta de lo requerido con antelación, y al referido juzgado de instrucción militar. Este último informó que en esa dependencia no se encuentra la investigación mencionada.

En agosto 21 de 2018  se elaboró oficio dirigido a los peticionarios para darles a conocer la imposibilidad de ubicar el expediente de la referencia, a pesar de las gestiones realizadas por dicha secretaría y en atención a que la respuesta depende de otras autoridades, el cual no se les ha podido comunicar debido a que  no contestaban los teléfonos de contacto y tampoco se habían acercado a recibir la respuesta.
3.3.- Los demás vinculados no se pronunciaron dentro del término que les fue concedido.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tal los documentos aportados por las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86, y en lo establecidos en los Decretos 2591/91 y 1983/17.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte de las dependencias de la Fiscalía General de la Nación vinculadas al presente trámite se vulneraron los derechos fundamentales que estiman conculcados los accionantes. 
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

La Constitución Política de Colombia en su artículo 86 consagró la tutela como una forma para que las personas puedan reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales al resultar vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública, pero la condicionó a que solo procedería cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable
. 

Puntualmente sobre el derecho de petición debe indicarse, como lo ha predicado la Corte Constitucional
, que cuando se trata de proteger tal garantía el ordenamiento jurídico no tiene previsto un mecanismo de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún medio ordinario de naturaleza judicial que permita hacerlo efectivo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de acudir a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

La Corte Constitucional ha trazado lineamientos generales en lo que hace con el derecho de petición
, e igualmente la Ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En el caso sometido a estudio, los señores CONSUELO, HERNANDO DE JESÚS, ALBERTO DE JESÚS y ALEXÁNDER DAVID ROMERO RAMÍREZ consideran quebrantados sus derechos de petición y acceso a la información, toda vez que en marzo 23 de 2018 pidieron a la Fiscalía General de la Nación - Dirección Seccional Pereira, se les informara las circunstancias de tiempo, modo y lugar en las que perdió la vida su hermano ALBIN ROMERO RAMÍREZ, y al momento de presentar esta acción no había sido contestada la solicitud pese a haber transcurrido el término legal.
De acuerdo con la información que reposa en esta actuación, aportada tanto por los accionantes como por los vinculados, se tiene conocimiento que de manera inicial la petición elevada por los actores fue recibida por la Dirección Seccional de Fiscalías de esta ciudad y remitida a la Fiscalía Seccional 29 de Quinchía (Rda.), despacho que procedió a solicitar el Juzgado Promiscuo de Guática información al respecto, y una vez ese despacho informó que el asunto había sido enviado a la Fiscalía Regional de Pereira desde julio 9 de 1996, remitió la solicitud a las Fiscalías Especializadas de esta capital.
Según afirmaron tanto el Director Seccional de Fiscalías como el asistente Fiscal de la Secretaría Común, pese a que se buscó en el archivo central, y se pidió información a las Fiscalías Especializadas de Medellín y al Juzgado 59 de Instrucción Penal Militar sobre el expediente de interés para los accionantes, el mismo no ha sido ubicado.
En esas circunstancias, lo que advierte la Corporación es que no obstante que se han realizado las gestiones pertinentes por parte de las autoridades de esta Seccional, no ha sido posible determinar en dónde se encuentra la actuación penal que se adelantó por la muerte del señor ALBEIN ROMERO RAMÍREZ, lo cual resulta bastante complejo si se tiene en cuenta que los hechos datan de junio 27 de 1996. Bajo esa perspectiva, si bien a los accionantes les asiste el derecho de conocer la información y la documentación a la que pretenden acceder, no puede obligarse a los accionados a suministrarla cuando en este momento no tienen forma de hacerlo.
En esos términos, no puede otorgarse el amparo invocado por los hoy accionantes. No obstante, se procederá a instar al Delegado para la Seguridad Ciudadana de la Fiscalía General de la Nación, para que proceda a realizar las gestiones pertinentes en aras de ubicar el expediente sobre el cual versa la petición de los aquí accionantes, y una vez encontrado el referido proceso, se proceda a entregarles la información solicitada por ellos. 

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE NIEGA  el amparo invocado por los ciudadanos CONSUELO, HERNANDO DE JESÚS, ALBERTO DE JESÚS y ALEXÁNDER DAVID ROMERO RAMÍREZ.
SEGUNDO: Se insta al Delegado para la Seguridad Ciudadana de la Fiscalía General de la Nación, para que proceda a realizar las gestiones pertinentes en pro de ubicar el expediente sobre el cual versa la petición de los aquí accionantes, y una vez encontrado el citado proceso, se proceda a entregarles la información solicitada por ellos. 

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,


JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Al respecto revisar la sentencia T-629/08.


� Sentencia T-149/13.


� En la sentencia T-043/09 se dijo: “Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. -negrilla de la Sala-
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